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INTRODUCCIÓN 

A más de tres años de la incorporación del delito de Agresiones en contra de 

las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar, como hemos podido observar, 

aún en la actualidad existen muchas discrepancias acerca de la configuración 

de este delito, que nació como respuesta a un contexto desbordado de 

violencia, al notar especial relevancia que la población principalmente 

agraviada era la mujer. 

Siendo así, en el presente trabajo hemos tenido a bien desarrollar, en primer 

lugar, los Principios del Derecho Procesal Penal, resaltando el Principio de 

Imputación Necesaria, así como su presencia en las distintas etapas del 

proceso penal. Posteriormente a ello; los alcances de la configuración del tipo 

penal de Agresiones en contra de las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar, 

regulado en el artículo 122 - B del Código Penal,  teniendo en cuenta que, al 

ser un delito que se creó con la finalidad de frenar y/o erradicar la violencia que 

afecta a una población considerada particularmente vulnerable; de alguna 

manera ha generado -a consideración nuestra- que cualquier tipo de conducta, 

acto o lesión originada en contra de una mujer o integrante de un grupo 

familiar, sea subsumida en dicho tipo penal. De otra parte, se nos muestra la 

otra cara de este problema, en el cual la vulneración del Principio de 

Imputación Necesaria por parte del Ministerio Público, genera que casos que sí 

ameritan la intervención y merecen sanción penal, culminen sobreseídos o con 

fallos absolutorios.  

La exigencia de una imputación concreta se hace indispensable para el 

correcto ejercicio de una serie de derechos y garantías como son 

principalmente la defensa procesal. Es así que, siguiendo nuestra estructura 

temática, vamos a desarrollar también los requisitos establecidos legalmente 

para la elaboración del requerimiento acusatorio, haciendo hincapié en los que 

exigen una adecuada imputación fáctica, jurídica y conviccional. 
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Y para culminar hemos considerado el análisis de algunos de los 

Requerimientos Fiscales de Acusación, emitidos por las Fiscalías Provinciales 

Penales Corporativas de Cajamarca, de manera que nos ayuden a determinar 

y concluir si efectivamente se ha realizado una correcta imputación y de no ser 

así cuáles han sido las consecuencias de ello. 
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CAPÍTULO I: ASPECTOS METODOLÓGICOS 

1.1. Descripción del tema 

El presente trabajo va tener como punto de partida precisar breves 

alcances de los principios que informan el proceso penal, haciendo énfasis 

en el Principio de Imputación Necesaria, así como el desarrollo de la 

imputación en las etapas de este proceso; continuaremos con el desarrollo 

del delito de Agresiones en contra de las Mujeres o Integrantes del Grupo 

Familiar, incorporado a nuestra legislación penal mediante Decreto 

Legislativo N.° 1323, publicado el 06 de enero del 2017; asimismo 

desarrollaremos el contenido de la acusación, resaltando los requisitos que 

en cuanto a imputación se exigen. 

Posteriormente se ha tenido a bien analizar 12 Requerimientos Acusatorios 

emitidos por las Fiscalías Provinciales Penales Corporativas de Cajamarca 

en el año 2018 por el delito en cuestión, de modo que ello nos permita 

verificar, si cumplen con los estándares que en cuanto a imputación se 

requieren, o por el contrario vulneran el principio mencionado 

anteriormente, al no realizar una imputación concreta y/o suficiente; y así 

determinar cuáles son las consecuencias que esto genera, para lo cual 

también vamos a analizar las resoluciones judiciales que se emitieron como 

consecuencia de dicho requerimiento. 

1.2. Justificación 

Lo que ha motivado la presente investigación es, por un lado, el hecho de 

observar el aumento de las denuncias por casos de violencia y ver como el 

representante del Ministerio Público encuadra dichas conductas en el tipo 

penal de Agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo 

familiar, con la sola verificación de la lesión física o psicológica sin tener en 

cuenta los demás elementos que el tipo penal exige para su configuración; 

lo cual genera además sobrecarga procesal, y por otro lado, los casos en 
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los que se verifica efectivamente la posibilidad de configuración del delito 

en mención y que ameritan la intervención y sanción penal y que son objeto 

de acusaciones que no cumpliendo con los estándares mínimos de 

imputación, culminan con fallos absolutorios o con procesos sobreseídos. 

1.3. Objetivos 

1.3.1. Objetivo General 

Determinar si se vulnera el Principio de Imputación Necesaria en los 

Requerimientos Acusatorios emitidos por las Fiscalías Provinciales 

Penales Corporativas de Cajamarca por el delito de Agresiones en 

contra de las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar y cuáles 

podrían ser las consecuencias de dicha vulneración. 

1.3.2. Objetivos Específicos 

a) Desarrollar y precisar doctrinaria y jurisprudencialmente los 

principios del Derecho Procesal Penal. 

 

b) Desarrollar los alcances del tipo penal de Agresiones en contra 

de las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar, así como los 

alcances del contenido del Requerimiento Acusatorio.  

 

c) Recopilar y analizar la imputación en una muestra de doce 

Requerimientos Acusatorios por el delito de Agresiones en contra 

de las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar emitidos por las 

Fiscalías Provinciales Penales Corporativas de Cajamarca 

durante año 2018, para verificar si cumplen con los parámetros 

de una imputación adecuada. 

 

d) Identificar y determinar las consecuencias de la vulneración del 

Principio de Imputación Necesaria en los requerimientos 
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acusatorios mencionados, mediante el análisis de las 

resoluciones judiciales emitidas como consecuencia de dicho 

requerimiento. 

1.4. Métodos de investigación  

1.4.1. Generales  

a) Método Analítico  

En la medida que vamos a realizar un análisis del contenido de 

una serie de requerimientos acusatorios, así como de cada una 

de las resoluciones judiciales que se emitieron como 

consecuencia de cada uno de ellos. 

1.4.2. Específicos  

a) Método Dogmático  

Mediante el cual realizaremos un desarrollo legal, doctrinal y 

jurisprudencial de una serie de instituciones jurídicas relacionadas 

a nuestro tema de investigación, que van a coadyuvar al 

cumplimiento de nuestros objetivos. 

1.5. Técnicas de investigación 

a) Acopio Documental 

Toda vez que nos ha permitido buscar, recoger y seleccionar una serie 

de requerimientos acusatorios, así como las respectivas resoluciones 

judiciales emitidas como consecuencia de dichos requerimientos, que 

consideramos útiles y pertinentes para su posterior análisis. 
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 

2.1. Los Principios del Proceso Penal  

2.1.1. Oralidad  

Este principio cobra vital importancia en la etapa de juicio oral, al 

representar esta la más importante dentro del proceso penal, pues 

es en esta etapa en la cual va a realizarse el análisis, discusión y 

confrontación de todos los medios probatorios aportados por las 

partes, sobre los cuales va a emitirse la resolución que determine la 

culpabilidad o por el contrario absuelva al acusado.  

Aludiendo a este principio también se sostiene que: “se entiende por 

oralidad a la regla técnica del debate procesal que implica basar la 

resolución judicial solo en el material procesal obtenido de forma 

oral, es decir, en base a lo actuado y visto en audiencia” (Neyra 

Flores, 2010, p. 141). 

2.1.2. Legalidad 

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 2, 

inciso 24, literal "d" de la Constitución Política del Perú1. 

Respecto a este principio, Vicente Martínez (2004), manifiesta que: 

El encumbramiento del principio de legalidad, a la cúspide de 

los principios jurídico – constitucionales, significó a su vez, 

proteger las libertades fundamentales, ante cualquier 

manifestación de arbitrariedad judicial, en cuanto a sancionar 

                                                           
1 Artículo 2, inciso 24, literal "d": "Nadie será procesado ni condenado por acto u 

omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de 
manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no 
prevista en la ley" 
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conductas que no se encuentran cobijadas bajo los alcances 

de un tipo penal en particular (…). (p. 31)   

Sobre este principio, el Tribunal Constitucional se ha manifestado en 

la sentencia del Expediente N.º 06196-2013-PHC2 estableciendo 

que: 

(…) el principio de legalidad penal no sólo se configura como 

principio propiamente dicho, sino también como derecho 

subjetivo constitucional de todos los ciudadanos. Como principio 

constitucional informa y limita los márgenes de actuación de los 

que dispone el Poder Legislativo y el Poder Judicial al momento 

de determinar cuáles son las conductas prohibidas, así como sus 

respectivas sanciones. En tanto que, en su dimensión de 

derecho subjetivo constitucional, garantiza a toda persona 

sometida a un proceso o procedimiento sancionatorio que lo 

prohibido se encuentre previsto en una norma previa, estricta y 

escrita, y también que la sanción se encuentre contemplada 

previamente en una norma jurídica.  

2.1.3. Contradicción 

El numeral 2 del artículo I del Título Preliminar del Código Procesal 

Penal, establece que toda persona tiene derecho a un juicio previo, 

oral, público y contradictorio. 

Rosas Yataco (2009), en cuanto a este principio destaca que:  

Un proceso penal está revestido por el principio de 

contradicción, cuando a los sujetos procesales (acusador e 

imputado), se les permite efectivamente acceder al proceso a 

fin de hacer valer libremente sus respectivas pretensiones y 

                                                           
2 Además, establece que constituye una exigencia para el órgano jurisdiccional el 

hecho de que solo pueda procesar y condenar a una persona en base a una ley 
anterior a los hechos que han sido objeto de investigación. 
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defensas, mediante la incorporación de los hechos que las 

fundamentan y su correspondiente práctica de prueba. (p. 157) 

Por su parte, Mendoza Ayma (2015), refiere que dentro del proceso 

penal: 

El contradictorio procesal -que da existencia y validez al 

proceso- solo puede configurarse sobre la base de una 

imputación concreta; por consiguiente, es reductivo estimar que 

esta, solo optimiza el derecho de defensa. Esto no es así, dado 

que la imputación concreta, genera el contradictorio y, por 

tanto, configura la esencia misma del proceso. (p. 98) 

2.1.4. Principio Acusatorio  

Este principio surge para revestir de mayores garantías al imputado 

frente a la pretensión persecutoria del Estado, al verse inmerso en 

un proceso penal. En nuestro sistema procesal, el representante del 

Ministerio Público asume la conducción de la investigación, como 

titular del ejercicio de la acción penal. 

Sobre la división de roles en el proceso penal, Peña Cabrera Freyre 

(2018), precisa:  

El modelo acusatorio implica no solo un nuevo reparto de roles 

de los sujetos predispuestos, sino también, el papel de parte -

en posición de igualdad con la defensa-, es asignado al órgano 

persecutor (…). En este reparto de funciones en la nueva 

estructura del proceso penal -como argumenta MORENO 

CATENA-, en donde se respeta escrupulosamente el principio 

acusatorio, al juzgador le está vedada cualquier intervención 

que pueda suponer ejercicio de acusación, de modo que no le 

será dado formular una imputación, ni introducir hechos nuevos 
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en el proceso, sino que deberá atenerse a lo alegado y 

probado por las partes. (p. 93) 

Asimismo, Mendoza Ayma (2015) refiere: 

El principio acusatorio, tiene como base la separación entre 

acusado, defensa y juez; presupone la diferenciación entre los 

sujetos que acusan, los que se oponen o resisten a la 

acusación, quienes la controlan y los que juzgan. Una cosa es 

la atribución de imputar, y otra, la de juzgar. (p. 98) 

Debemos tener en cuenta que todo ello también garantiza la 

imparcialidad del juez, no permitiéndole intervenir en favor o defecto 

de la actividad reservada a cada una de las partes del proceso 

penal.  

Por su parte, Peña Cabrera Freyre (2018) destaca que: 

El tribunal, entonces en sus funciones decisorias no podrá 

rebasar el contenido de la acusación, contrario sensu 

significaría la vulneración al derecho de defensa y al 

contradictorio. De ahora en adelante, todos los pasos del 

proceso penal tienen que estar presididos por la nobleza de la 

acusación previa (…). (p. 93) 

Aunado a ello y siguiendo la línea de división de roles, Frisancho 

Aparicio (2018), señala que: 

(…) la estructura básica del nuevo sistema penal acusatorio-

adversarial se afianza en el principio de separación de 

funciones, de acuerdo con el cual, dos partes adversarias o 

contendores jurídicos (fiscalía y acusado-defensor), que 

representan intereses disimiles, en igualdad de armas se 
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enfrentan con las mismas herramientas de ataque y de 

protección. (p. 283)  

2.1.5. Defensa Procesal 

Al respecto el Artículo 139, numeral 14 de nuestra Constitución 

establece que es un principio y derecho de la función jurisdiccional el 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado 

del proceso.  

Respecto a este principio, Peña Cabrera Freyre (2018) menciona 

que:  

Desde el momento, que recae sobre un individuo una 

imputación de naturaleza criminal, el derecho de defensa 

comienza a desplegar sus efectos operativos, en cuanto 

posibilidad del imputado de desvirtuar y refutar el contenido de 

la imputación delictiva en su contra. (p. 109) 

Teniendo en cuenta la imputación, señala Jauchen (2005) que:  

El derecho de defensa se enlaza sustantivamente con el 

principio acusatorio, en la medida que condiciona el ejercicio 

pleno de defensa, que le imputado (investigado), sepa con 

exactitud y la debida precisión cuales son los cargos criminales 

que se le imputan (…).  Esta dialéctica controversial solo es 

posible si el acusado conoce de qué debe defenderse. No hay 

posibilidad de que se responda sobre lo que se desconoce. (p. 

368) 

De otro lado también es necesario recalcar que la defensa puede 

ejercerse de manera personal (por el imputado) la cual es 

denominada defensa material, y la que se ejerce a través de su 

abogado defensor, denominada defensa técnica.  
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2.1.6. Principio de Imputación Necesaria  

En un inicio, se hace necesario precisar qué se entiende por 

imputación, y por ella entendemos aquel acto mediante el cual el 

representante del Ministerio Público, cumpliendo su rol acusatorio, 

va a atribuir responsabilidad a una persona (imputado) por la 

comisión de uno o más hechos de carácter delictivo, es decir, 

describe, precisa o señala cual es el hecho por el cual debe ser 

sancionado penalmente. 

Es así que el Acuerdo Plenario N.° 2-2012/CJ-116, nos brinda un 

acercamiento de lo que vienen a ser estos hechos o cargos penales 

señalando:  

Debe entenderse por cargos penales, aquella relación o cuadro 

de hechos -acontecimiento histórico- de relevancia penal, que 

se atribuye al imputado y que, prima facie, justifican la 

inculpación formal del Ministerio Público. (…) Tal dato es 

indispensable para que pueda ejercer una defensa efectiva, la 

cual no puede quedar rezagada a la etapa intermedia o a la 

etapa principal de enjuiciamiento: la defensa se ejerce desde el 

primer momento de la imputación. 

Ilustrándonos respecto al concepto de imputación concreta 

−necesaria o suficiente −, Reategui Sánchez (2008) señala: “Si hay 

ausencia de proposiciones fácticas realizadoras de algún elemento 

del tipo, entonces, no se tiene una imputación” (p. 46). Por su parte 

Peña Cabrera (2018) enfatiza: 

(…) el principio de imputación necesaria, se encuentra 

íntimamente vinculado con las garantías esenciales del debido 

proceso, con los principios acusatorio, de defensa y de 

contradicción, en cuanto al derecho del imputado de conocer 
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con toda precisión y exactitud el delito que se le atribuye haber 

cometido (…). (p. 127) 

Vanegas Villa (2008), a su vez, sobre los requisitos de una 

adecuada comunicación de los cargos penales, resalta:  

Así, cuando se postula que las características de la 

comunicación que el fiscal hace al implicado en una 

investigación penal, para ser válida debe reunir unas 

características como son la de ser: concreta, clara, expresa y 

precisa. (…) Pues si el propósito de la imputación es el que el 

ciudadano involucrado inicie sus actos de defensa, esto puede 

verse afectado si la información es incompleta, imprecisa, 

capciosa (…). (p. 237) 

La ausencia o deficiencia en la imputación durante el curso del 

proceso penal constituye un verdadero problema pues esto ha 

determinado en muchos casos la impunidad, como resultado de no 

haber estructurado adecuadamente una imputación (como veremos 

más adelante); o afectado el eficaz ejercicio del derecho de defensa 

pues, “la imputación correctamente formulada es la llave que abre la 

puerta de la posibilidad de defenderse eficientemente, pues permite 

negar todos o algunos de sus elementos para evitar o aminorar la 

consecuencia jurídico-penal” (MAIER, 2000, pp. 317-318) 

Finalmente, aludiendo a este principio el Recurso de Nulidad N.° 956 

– 2011 Ucayali3, que constituye precedente vinculante ha dejado 

establecido sobre la imputación que esta:  

Supone la atribución de un hecho punible, fundado en el factum 

correspondiente, así como en la legis atinente y sostenido en la 

                                                           
3 Además, ha precisado que la acusación debe ser cierta, no implícita, sino precisa, 

clara y expresa; con una descripción suficiente detallada de los hechos considerados 
punibles que se imputan y del material probatorio en se fundamenta. 



19 
 

prueba, presupuestos que deben ser inescrupulosamente 

verificados por el órgano jurisdiccional que ejerciendo la facultad 

de control debe exigir que la labor fiscal sea cabal, que la 

presentación de los cargos, sea puntual y exhaustiva, que 

permita desarrollar juicios razonables. No es suficiente la simple 

enunciación de los supuestos de hecho contenidos en las 

normas penales; estos deben tener su correlato fáctico concreto, 

debidamente diferenciado y limitado respecto de da uno de los 

encausados (…). 

2.1.7. Tutela Judicial Efectiva  

En reiterada jurisprudencia como en el Expediente N.º 8123-2005-

PHC/TC4, el Tribunal Constitucional ha señalado que, “la tutela 

judicial efectiva supone tanto el derecho de acceso a los órganos de 

justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia, es decir, una 

concepción garantista y tutelar que encierra todo lo concerniente al 

derecho de acción frente al poder-deber de la jurisdicción”. 

 

En ese sentido, la tutela judicial efectiva, en tanto derecho 

autónomo, integra diversas manifestaciones como: Derecho al 

proceso, Derecho a obtener una resolución de fondo fundada en 

derecho, Derecho a los recursos legalmente previstos y, Derecho a 

la ejecución de las resoluciones judiciales. (Neyra Flores, 2010, p. 

124).  

                                                           
4 Por otra parte, y en cuanto al debido proceso, menciona que este importa la 

observancia de los derechos fundamentales esenciales del procesado, principios y 
reglas esenciales exigibles dentro del proceso. 
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2.1.8. Debido Proceso 

Regulado en artículo 139, inciso 3), de la Constitución5, al respecto 

el Tribunal Constitucional en la Sentencia del Expediente N.° 00579-

2013-PA/TC6, señala que el debido proceso tiene dos dimensiones: 

  

una formal, procesal o procedimental, y otra de carácter 

sustantivo o material. En la primera de las mencionadas está 

concebido como un derecho continente que abarca diversas 

garantías y reglas que garantizan un estándar de participación 

justa o debida durante la secuela o desarrollo de todo tipo de 

procedimiento o proceso (sea este judicial, administrativo, 

corporativo particular o de cualquier otra índole). En la segunda 

de sus dimensiones exige que los pronunciamientos o 

resoluciones con los que se pone término a todo tipo de 

proceso respondan a un referente mínimo de justicia o 

razonabilidad, determinado con sujeción a su respeto por los 

derechos y valores constitucionales. 

 

Siendo así, dentro de la mencionada dimensión formal o procesal se 

encuentran el derecho de defensa, la motivación, el derecho a la 

prueba etc., y en cuanto a la dimensión material o sustantiva 

también se habla además de la mencionada justicia y razonabilidad, 

de la proporcionalidad. 

 

 

 

                                                           
5 Artículo 139.- Principios de la Administración de Justicia 
  Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
  3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 
6 Nuestro Tribunal Constitucional considera, además, que la sola inobservancia de      
cualquier regla que forman parte del citado contenido convierte al proceso en irregular. 
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2.2. La Imputación en las Etapas del Proceso Penal  

2.2.1. La Imputación y la Etapa de Investigación Preparatoria  

Tal como planteábamos en un inicio, el derecho de defensa se va a 

ejercer desde el momento que inicia el proceso penal, Mendoza 

Ayma (2015), menciona respecto al objeto de esta etapa que: 

Las diligencias preliminares (DP), tienen como objeto definir los 

contornos de la imputación concreta. (…) Su objeto es definir la 

estructura de la imputación concreta: hechos, calificación 

jurídica y medios de convicción. Si concurren estos tres 

componentes, entonces, el Ministerio Público tiene una 

imputación de un hecho punible. (p. 109) 

Si de la investigación desplegada se revela la existencia de un delito, 

entonces el fiscal optará por disponer la Formalización y 

Continuación de la Investigación Preparatoria y como lo indica el 

artículo 336 del Código Procesal Penal, esta debe contener los 

hechos y la tipificación específica correspondiente. 

Se hace referencia al carácter relativo y provisional de la imputación 

del hecho punible en esta etapa, sin embargo, eso no significa que la 

imputación sea indefinida o tenga un carácter genérico o no pueda 

tener un detalle que mínimamente facilite su comprensión y debida 

comunicación al investigado. 

El Acuerdo Plenario 2-2012/CJ-1167, sobre la imputación y el 

ejercicio de la defensa del procesado señala que: 

                                                           
7 Resalta también que el imputado puede acudir al Fiscal para solicitar las 

subsanaciones correspondientes en cuanto a la precisión de los hechos atribuidos y 
ante la desestimación, la posibilidad de acudir a la acción jurisdiccional de tutela penal. 
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La garantía de defensa procesal, incluye tanto los derechos 

instrumentales (derecho a la asistencia de abogado, utilización 

de medios de prueba pertinente, a no declarar contra sí mismo 

y a no confesarse culpable), como a los derechos sustanciales 

, entre ellos la comunicación detallada de la imputación 

formulada contra el imputado y que su efectividad, requiere 

inexorablemente de que los hechos objeto de imputación en 

sede de investigación preparatoria tengan un mínimo nivel de 

detalle que permita al imputado saber el suceso histórico que 

se le atribuye y la forma y circunstancias en que pudo tener 

lugar. Tal dato es indispensable para que pueda ejercer una 

defensa efectiva, la cual no puede quedar rezagada a la etapa 

intermedia o a la etapa principal de enjuiciamiento: la defensa 

se ejerce desde el primer momento de la imputación.  

2.2.2. La Imputación y la Etapa intermedia  

Posteriormente a la presentación del requerimiento acusatorio, este 

va a ser objeto de conocimiento de la defensa para que pueda 

realizar las observaciones correspondientes, previo a la audiencia de 

control.  

Sobre la imputación en esta etapa procesal, Mendoza Ayma (2015), 

refiere: 

Concluida la Investigación, el Juez -en etapa intermedia- 

realizará un exhaustivo control de la imputación, verificará su 

base fáctica, la calificación jurídica y los elementos de 

convicción suficientes para decidir el enjuiciamiento del 

imputado. Los medios de defensa que se opongan en esta 

etapa también tienen su punto de partida en la imputación 

concreta. (p. 112) 
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2.2.3. La Imputación y el Juicio Oral  

Como bien ha quedado establecido la imputación concreta va a 

delimitar el objeto del proceso, y sobre este se va a realizar el 

debate en el juicio oral, permitiendo que se desarrolle eficazmente el 

contradictorio. 

Sobre ello y haciendo notar la vulneración de la defensa del 

acusado, afirma Mendoza Ayma (2015):  

En esta etapa procesalmente, es muy tarde para un 

saneamiento procesal positivo de una imputación defectuosa; 

en efecto, los Jueces de Juzgamiento, no están habilitados 

para exigir a la Fiscalía el saneamiento material de la 

imputación, mejorando tardíamente está en perjuicio de la 

defensa del imputado.  En ese orden, si la imputación es 

defectuosa, solo corresponde sobreseer la causa. (p. 115) 

Posteriormente, en la sentencia, la imputación concreta será la base 

que el juez tendrá en cuenta al establecer su fundamentación de 

hecho y de derecho. 

2.3. La Acusación 

La acusación es el acto de postulación del Ministerio Publico, por el cual 

presenta y fundamenta su pretensión penal al órgano jurisdiccional, para 

que evaluada dicha pretensión, imponga la sanción penal correspondiente. 

Está sujeta a determinados requisitos establecidos en el artículo 349 del 

Código Procesal Penal, el mismo que indica que dicho requerimiento debe 

encontrarse debidamente motivado. 

 

Sobre este requerimiento fiscal, Peña Cabrera Freyre (2018), resalta: 
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Dicho de otro modo: la acusación no solo constituye un requisito 

indispensable para que la causa pueda ser objeto de juzgamiento, sino 

que su contenido permite a las partes fijar su estrategia de defensa a 

fin de ejercer al máximo su derecho de contradicción a través de los 

medios probatorios que fluyen del mismo (…). (p. 854) 

En salvaguarda del derecho de defensa es que se exige la fundamentación 

y el detalle de dicho requerimiento, “la acusación constituye el núcleo 

fundamental de todo el proceso penal, pues su efectiva concreción 

condiciona la realización de la justicia penal” (Peña Cabrera Freyre, 2018, 

p. 853) 

2.3.1. Contenido de la Acusación  

A. Los datos que sirvan para identificar al imputado 

Que comprende nombres, apellidos, fecha y lugar de nacimiento, 

edad, estado civil, profesión/ocupación, domicilio real y procesal y 

todos aquellos datos que sirvan para determinar e individualizar 

correctamente al acusado, para el ejercicio de la acción penal 

contra quien presuntamente ha cometido el delito, evitando 

arbitrariedades. 

B. La relación clara y precisa del hecho que se atribuye al 

imputado, con sus circunstancias precedentes, 

concomitantes y posteriores. En caso de contener varios 

hechos independientes, la separación y el detalle de cada 

uno de ellos 

Del Río Labarthe (2018), haciendo mención a una sentencia del 

Tribunal Constitucional Español resalta: 
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La acusación debe ser clara y precisa de los hechos que 

resultan de la Investigación Preparatoria. Si son varios 

hechos independientes, la separación y detalle de cada uno 

de ellos es indispensable. La indeterminación en este 

extremo puede dar lugar a una acusación imprecisa, y 

puede producir una situación de indefensión en el acusado. 

(p. 142) 

Por su parte Sánchez Velarde (2009) asume que:  

Es necesario que la exposición de hechos en el escrito sea 

narrada con la mayor claridad posible, indicando lo sucedido 

en forma cronológica, el lugar, las circunstancias de la 

comisión del delito y la intervención de las personas 

involucradas -incluida la víctima, los testigos, las armas y 

objetos utilizados-. También es necesario describir los 

hechos anteriores, los actos de preparación y la conducta 

asumida con posterioridad a la comisión del delito. (p. 159) 

Asimismo, el Acuerdo Plenario N.º 6-2009/CJ-116 en el 

fundamento jurídico número siete, ha establecido la exigencia de 

señalar una relación circunstancial, temporal y espacial de las 

acciones u omisiones, dolosas o culposas penadas por la ley que 

han de constituir el objeto del juicio oral, sin embargo, se debe 

tener en cuenta que no solo basta esta relación detallada de los 

hechos, sino fijar la intervención específica del acusado en ellos. 

Asume, además, que es sobre esta relación detallada de los 

hechos que va a basarse el análisis de la pertinencia y utilidad de 

los medios de prueba. 
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C. Los elementos de convicción que fundamenten el 

requerimiento acusatorio 

En este extremo, Del Rio Labarthe (2018) señala que: “Este 

requisito, obliga a establecer cuál es la base probatoria aportada 

por la investigación. Es fundamental establecer una relación clara 

entre la individualización del acusado y el soporte probatorio de la 

hipótesis incriminatoria (…)” (p. 144). 

Se menciona que, para que el representante del Ministerio Público 

opte por emitir un requerimiento acusatorio debe tener un alto 

grado de convicción de la realización del hecho punible y de la 

vinculación de este con la persona que está acusando, por lo que 

este requisito “se refiere a todas aquellas circunstancias 

recopiladas por el fiscal en la etapa de investigación, que incidan 

en un juicio positivo de tipicidad (…)” (Peña Cabrera Freyre, 

Estudios de Derecho Procesal Penal, 2018, p. 855). 

D. La participación que se atribuya al imputado 

Conforme a los datos que vinculan al imputado con la realización 

de un hecho delictivo (aporte fáctico) realizado anteriormente, 

corresponde aquí la determinación de la imputación como autor o 

participe del delito. 

Debe tenerse en cuenta también que es necesario indicar 

explícitamente la intervención en el hecho delictivo que ha dado 

lugar a la consideración correspondiente como autor directo, autor 

mediato, coautor, cómplice primario, secundario, instigador, etc.  
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E. La relación de las circunstancias modificatorias de la 

responsabilidad penal que concurran 

En este requisito, se ha señalado que la concurrencia de estas 

circunstancias puede desencadenar la exoneración de la 

responsabilidad penal, lo cual tendría como consecuencia la 

solicitud de sobreseimiento de la causa o la reducción en la 

cuantía de la pena, en casos de tentativa, responsabilidad 

restringida, etc. (Peña Cabrera Freyre, 2018) 

F. El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, así como la 

cuantía de la pena que se solicite 

En este ítem, el fiscal debe señalar el delito en el que incurrió el 

acusado, analizando cada presupuesto típico componente de 

aquel, para lo cual debe realizar un correcto y cuidadoso juicio de 

subsunción del elemento factico. Tampoco basta con señalar la 

cuantía de la pena, sino que debe precisar la forma como se 

realizó la respectiva determinación de esta. 

Es deber del fiscal solicitar un quantum de pena teniendo en 

cuenta los principios de legalidad, proporcionalidad, lesividad y 

culpabilidad, que garantice que sea justa y merecida. (Peña 

Cabrera Freyre, 2018) 

G. El monto de la reparación civil, los bienes embargados o 

incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago 

y la persona a quien corresponda percibirlo 

 

Corresponde además de consignar el monto de la reparación civil 

evaluar y fundamentar conforme a los elementos constitutivos de 

esta, sobre qué base se ha realizado dicho cálculo, asimismo, a 

quién le corresponde percibirlo y quién tiene que asumir dicha 



28 
 

responsabilidad -de manera personal o solidariamente-, personas 

debidamente identificadas y el hecho en virtud del cual han 

obtenido dicha responsabilidad pecuniaria. 

 

H. Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la 

audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y 

peritos, con indicación del nombre y domicilio, y de los 

puntos sobre los que habrán de recaer sus declaraciones o 

exposiciones. Asimismo, hará una reseña de los demás 

medios de prueba que ofrezca 

 

El artículo 393 del Código Procesal Penal establece que el Juez 

Penal, no puede utilizar para la deliberación pruebas diferentes de 

aquellas legítimamente incorporadas en el juicio.  

 

Son los medios de prueba los que van a fundamentar el juicio de 

tipicidad, ya que estos van a revelar los hechos que van a ser 

cobijados en una determinada estructura típica (Peña Cabrera 

Freyre, 2018). 

2.3.2. Audiencia Preliminar de Control de la Acusación  

Esta audiencia se realiza previo traslado de la acusación presentada 

por el fiscal a los demás sujetos procesales. El Acuerdo Plenario N.° 

6-2009/CJ-116, en su fundamento jurídico nueve, establece que el 

marco de control solo debe incidir en aquellos aspectos 

circunscriptos a los juicios de admisibilidad y procedencia, sin 

realizarse análisis probatorio ni emitir un pronunciamiento de fondo.  

A.  Control formal 

El articulo 350.1 a) establece que en el plazo de diez días de 

notificado el requerimiento acusatorio, los sujetos pueden 
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observar la acusación por defectos formales y requerir su 

corrección. 

A través del fundamento jurídico número trece del ya mencionado 

Acuerdo Plenario, ha quedado establecido que dicho control 

involucra la revisión del cumplimiento de los requisitos legales de 

un acto procesal trascendente, lo cual significa que este debe 

satisfacer los requisitos mínimos que la ley exige, por lo tanto, los 

sujetos procesales quedan facultados a observar la acusación por 

ejemplo, cuando los datos que identifican al acusado sean 

insuficientes o estén incompletos o se hayan consignado de 

manera errónea; no exista una relación clara y precisa del hecho 

que se imputa, etc.  

 

B. Control Sustancial 

 

Sobre este control Benavente Chorres, H. y R Aylas Ortiz, citado 

en Del Rio Labarthe (2018), refieren que; “en el control sustancial 

de la acusación, el órgano jurisdiccional fiscaliza la procedencia 

de las razones en las que se apoya la petición de condena, es 

decir, la razonabilidad de los elementos de la pretensión procesal” 

(p. 169). De lo contrario cabe la posibilidad de dictar el 

sobreseimiento de oficio o a pedido de la defensa. 

 

De ser este último el caso, el sobreseimiento según el artículo 

344.2 del Código Procesal Penal procedería cuando: El hecho 

objeto de la causa no se realizó o no puede atribuírsele al 

imputado; b) El hecho imputado no es típico o concurre una causa 

de justificación, de inculpabilidad o de no punibilidad; c) La acción 

penal se ha extinguido; y, d) No existe razonablemente la 

posibilidad de incorporar nuevos datos a la investigación y no 

haya elementos de convicción suficientes para solicitar 

fundadamente el enjuiciamiento del imputado.  
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El sobreseimiento de oficio, es un supuesto excepcional, y 

procede cuando las causales anteriormente mencionadas resultan 

evidentes, es decir la presencia de los requisitos de 

sobreseimiento es patente o palmaria (Del Rio Labarthe, 2018). 

 

Conforme se ha señalado anteriormente, este requerimiento va a 

ser objeto de un control tanto formal como material o sustancial, 

siendo este último por lo general dejado de lado, haciendo 

prevalecer el control formal para dar por saneado el requerimiento 

y emitir el auto de enjuiciamiento. Mendoza Ayma (2005) señala 

que: 

(…) Conforme a la estructura de la imputación -imputación 

jurídica, imputación fáctica e imputación conviccional-, el juez 

tiene que evaluar en primer orden, los datos de la realidad, 

que son las proposiciones fácticas; pero esta evaluación está 

directamente vinculada con el juicio de tipicidad; en efecto, el 

juez tiene que evaluar una perfecta correspondencia entre la 

imputación fáctica y la imputación jurídica; solo luego evaluará 

la imputación conviccional. (…) El control material de la 

imputación, exige el dominio y aplicación de la teoría del 

delito; el control procesal de la imputación, exige el dominio y 

aplicación de la teoría del proceso, y el control conviccional, 

exige el conocimiento y aplicación de la teoría de la prueba. 

(p. 113) 

2.4. La Violencia de Género  

La violencia de género, como su propio nombre lo plantea, es aquella que 

se realiza sobre un género en particular como consecuencia de la errónea 

creencia de superioridad o jerarquía de un género sobre otro, sin embargo, 

cabe precisar que la violencia de género no es solo violencia contra las 

mujeres como lo manifiesta Castillo Aparicio (2019): 
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[…] si bien la violencia contra las mujeres es una de las formas de 

violencia de género, ello no excluye que hay otras formas de violencia 

de género como las que sufren las personas de diversidad sexual. El 

alto Comisionado de Derechos Humanos ha señalado que la violencia 

homofóbica y transfóbica, que puede ser física y psicológica, 

constituyen una forma de violencia basada en el género, basada en un 

deseo de castigar a las personas cuya apariencia o comportamiento 

aparecen como desafiantes de los estereotipos de género. (p. 37) 

El tipo de violencia que se dirige específicamente contra las mujeres se da 

“por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas por sus agresores, 

carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de 

decisión”. (Muñoz Conde, 2015, p. 177) 

Asimismo, sobre esta se ha mencionado que, hace referencia a la violencia 

que ejercen algunos varones contra mujeres, fruto de las relaciones de 

poder, de dominio y posesión que han ejercido históricamente aquellos 

sobre estas, especialmente en el ámbito de la pareja. (Bendezú Barnuevo, 

2017) 

Para finalizar y compartiendo la opinión de los citados autores, 

consideramos que esta violencia surge o se genera producto de una 

relación de desigualdad, de sometimiento, como consecuencia de la 

consideración de inferioridad de las mujeres, sin embargo, no debemos 

olvidar que esta violencia de género no solo está referida a la violencia 

contra el género femenino, sino también engloba otros sectores 

(homosexuales, transexuales, etc.) considerados especialmente 

vulnerables. 

2.5. Violencia contra la Mujer 

La definición de violencia contra la mujer se encuentra prevista en diversos 

instrumentos tanto a nivel internacional como la Declaración sobre la 
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Eliminación de la Violencia contra la Mujer8, Convención Interamericana 

para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer- Belem do 

Pará, la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer, las cuales son uniformes al considerar a 

dicho tipo de violencia como aquella de tipo físico, sexual o psicológico, 

basado en su género y mediante la utilización de cualquier instrumento. 

Compartiendo dichos conceptos la Ley N.º 30364 Ley para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del 

Grupo Familiar precisa que: “la violencia contra las mujeres es cualquier 

acción o conducta que les cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico por su condición de tales, tanto en el ámbito público como en el 

privado”. 

En el mismo contexto Castillo Aparicio (2019), señala que:  

Se trata de una violencia que se dirige contra las mujeres simplemente 

por el hecho de ser mujeres, siendo que su especificidad no radica en 

el ámbito en el que se ejerce -puede sea en lo público o en lo privado-, 

ni en la persona que lo ejerce -puede ser el varón que mantiene o 

mantuvo una relación afectiva o de otra naturaleza con la victima-, sino 

que reside en la pertenencia a un determinado sexo: el sexo femenino 

(víctima) (…). (p. 39) 

2.6. Violencia contra el Grupo Familiar   

El artículo 7 de la ley N.º 30364, en cuanto a los integrantes del grupo 

familiar, señala como sujetos de protección de la ley a: los cónyuges, 

excónyuges, convivientes, exconvivientes, padrastros, madrastras, 

ascendientes y descendientes; los parientes colaterales de los cónyuges y 

convivientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 

                                                           
8 Que, de manera taxativa, establece que la violencia contra la mujer abarca, tanto la 

violencia física, como sexual y psicológica, que se produzca en la familia, dentro de 
una comunidad o por parte de un Estado. 
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afinidad. Adicionalmente a ello regula a los que, sin tener dichas 

condiciones, habitan en el mismo hogar, cuando no medien relaciones 

contractuales o laborales; y finalmente a quienes hayan procreado hijos en 

común, independientemente que convivan o no, al momento de producirse 

la violencia 

Sobre el ejercicio de este tipo de violencia, Ramos Ríos (2008) refiere: 

La violencia en la familia se concretiza por agresiones de alguno o 

algunos de sus miembros hacia uno o más miembros dentro del grupo 

familiar, estas agresiones pueden ser físicas -violencia en sentido 

estricto- con uso de fuerza; y, psíquica equiparable a la intimidación. 

(p. 53) 

2.7. Tipos de violencia 

2.7.1. Violencia física  

La violencia física implica el uso de una amplia gama de instrumento 

que genera cualquier tipo de lesión en el cuerpo de la víctima, sea o 

no notoria (interna, externa), leve o grave.  

En cuanto a este tipo de violencia y enumerando algunos ejemplos, 

Castillo Aparicio (2019) precisa: 

Este tipo de maltrato implica un rango de agresiones muy 

amplio, que va desde un empujón, hasta lesiones graves con 

secuelas permanentes o la muerte misma. Así pues, alguna de 

estas agresiones físicas consisten en forcejeos, empujones, 

bofetadas, tracción de cabellos, intentos de estrangulación, 

torceduras d brazo, golpes de puño, puntapiés, golpes con 

objetos, quemaduras, agresión con armas de fuego o punzo-

cortantes, hasta el homicidio. (p. 46) 
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El ejercicio de esta violencia ocasiona una variedad de lesiones 

conforme a la magnitud e instrumento que el agresor pueda utilizar: 

(…)  la violencia física se puede clasificar, según el tiempo que 

requiere para su curación, en las siguientes categorías: 

“levísima (cacheteos, empujones, pellizcos); leve (fracturas, 

golpes con objetos, heridas de arma blanca); moderada 

(lesiones que dejan cicatriz permanente, y que ocasionen 

discapacidad temporal); grave (pone en peligro la vida y deja 

lesión permanente) y extrema (que ocasionan la muerte). 

(Agustina, 2010, p. 88) 

Finalmente es necesario precisar que para este tipo de violencia no 

se realiza necesariamente desplegando una determinada acción, 

sino que también puede consistir en una omisión, como el descuido 

en la atención de las necesidades básicas de subsistencia de una 

persona, con la aptitud de generar lesiones físicas considerables 

(privarla de los alimentos, medicamentos que por tratamiento 

necesite, impedir la satisfacción de sus necesidades de sueño, por 

ejemplo). 

2.7.2. Violencia psicológica 

El artículo 8 de la Ley N.º 30364, define a la violencia psicológica 

como aquella acción u omisión, tendiente a controlar o aislar a la 

persona contra su voluntad, a humillarla, avergonzarla, insultarla, 

estigmatizarla o estereotiparla, sin importar el tiempo que se requiera 

para su recuperación. 

Entre las principales manifestaciones de este tipo de violencia se 

pueden citar los insultos verbales, las amenazas, humillaciones, 

burlas, etc., que inciden directamente en la esfera psíquica de la 

víctima, ocasionando daños de diversa magnitud. 
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2.7.3. Violencia sexual  

En cuanto a este tipo de violencia la Ley N.º 30364, precisa que son 

acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una persona 

sin su consentimiento o bajo coacción. Incluyen actos que no 

involucran penetración o contacto físico alguno. Asimismo, se 

consideran tales la exposición a material pornográfico y que vulneran 

el derecho de las personas a decidir voluntariamente acerca de su 

vida sexual o reproductiva, a través de amenazas, coerción, uso de 

la fuerza o intimidación. 

Este tipo de violencia implica el despliegue de conductas que 

afectan el plano de desarrollo sexual de la persona, que no 

necesariamente se va a realizar de manera física sino también 

verbal de índole sexual. 

2.7.4. Violencia económica o patrimonial 

Brindándonos un alcance sobre esta forma de violencia, Ponce 

Aguilar (2016) indica: 

La violencia patrimonial consiste en la acción u omisión que 

con intención manifiesta busca la perturbación de la posesión, 

tenencia o propiedad de bienes, así como el daño, perdida, 

transformación, sustracción, destrucción, retención, o 

distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos 

personales, bienes valores, derechos o recursos económicos 

destinados a satisfacer las necesidades de la víctima. En este 

tipo de violencia la afectación se da sobre cosas ciertas, es 

decir sobre bienes comunes o pertenencias. (p. 276) 

Cabe resaltar que la anterior Ley N.º 26260, Ley de Protección 

Frente a la Violencia Familiar, no consideraba expresamente la 
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Violencia Patrimonial como un tipo de violencia, sin embargo, la Ley 

N.º 303649  incorporó esta forma de violencia definiéndola como la 

acción u omisión que se dirige a ocasionar un menoscabo en los 

recursos económicos o patrimoniales de cualquier persona. 

Asimismo, se rescata que: 

Se ha tratado de precisar de forma analítica el contenido de 

este tipo de violencia y, en ese sentido, se ponen a 

consideración dos definiciones que corresponde a enfoques 

diversos: i) Existe violencia económica cuando uno de los 

miembros de la familia usa el poder económico para provocar 

un daño a otro; ii)Violencia familiar económica es la modalidad 

de violencia por la cual las víctimas son privadas o tiene muy 

restringido el manejo del dinero, la administración de los 

bienes, propios y/o gananciales o mediante condutas delictivas 

ven impedido su derecho de propiedad sobre los mismos. 

(Castillo Aparicio, 2019, p. 60) 

2.8. El tipo penal de Agresiones en contra de las mujeres o integrantes del 

Grupo Familiar 

2.8.1. Antecedentes 

Mediante el Artículo 2 del Decreto Legislativo N.º 1323, publicado el 

06 de enero del 2017 se incorporó a nuestra legislación penal el 

artículo 122-B quedando redactado de la siguiente manera: 

Artículo 122-B Agresiones en contra de las mujeres e 

integrantes del Grupo Familiar.  

                                                           
9 Que además en su Artículo 8, en cuanto a este tipo de violencia, establece una serie 

de supuestos que van desde la perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de 
sus bienes, sustracción o apropiación de documentos personales, hasta la limitación o 
control de ingresos. 
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El que de cualquier modo cause lesiones corporales a una 

mujer por su condición de tal o a integrantes del grupo familiar 

que requieran menos de diez días de asistencia o descanso, o 

algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o conductual en 

cualquiera de los contextos previstos en el primer párrafo del 

artículo 108-B, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de uno ni mayor de tres años e inhabilitación conforme 

al artículo 36. 

La pena será no menor de dos ni mayor de tres años, cuando 

en los supuestos del primer párrafo se presenten las siguientes 

agravantes: 

1. Se utiliza cualquier tipo de arma, objeto contundente o 

instrumento que ponga en riesgo la vida de la víctima. 

2. El hecho se comete con ensañamiento o alevosía. 

3. La víctima se encuentra en estado de gestación. 

4. La víctima es menor de edad, adulta mayor o tiene 

discapacidad y el agente se aprovecha de dicha condición. 

 

Posteriormente con la Ley N.º 30819 publicada el 13 de julio del año 

2018 este se modificó, quedando finalmente de la siguiente manera: 

Artículo 122-B Agresiones en contra de las mujeres e 

integrantes del Grupo Familiar.  

El que de cualquier modo cause lesiones corporales que 

requieran menos de diez días de asistencia o descanso según 

prescripción facultativa, o algún tipo de afectación psicológica, 

cognitiva o conductual que no califique como daño psíquico a 

una mujer por su condición de tal o a integrantes del grupo 

familiar en cualquiera de los contextos previstos en el primer 

párrafo del artículo 108-B, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de uno ni mayor de tres años e inhabilitación 

conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente 

Código y los artículos 75 y 77 del Código de los Niños y 

Adolescentes, según corresponda. 
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La pena será no menor de dos ni mayor de tres años, cuando 

en los supuestos del primer párrafo se presenten las siguientes 

agravantes: 

1. Se utiliza cualquier tipo de arma, objeto contundente o 

instrumento que ponga en riesgo la vida de la víctima. 

2. El hecho se comete con ensañamiento o alevosía. 

3. La víctima se encuentra en estado de gestación. 

4. La víctima es menor de edad, adulta mayor o tiene 

discapacidad o si padeciera de enfermedad en estado terminal 

y el agente se aprovecha de dicha condición. 

5. Si en la agresión participan dos o más personas. 

6. Si se contraviene una medida de protección emitida por la 

autoridad competente. 

7. Si los actos se realizan en presencia de cualquier niña, niño 

o adolescente. 

 

La variación realizada se dio básicamente en la redacción de dicho 

tipo penal y lo que agregó esencialmente esta modificatoria fueron 

tres agravantes. 

2.8.2. Ratio legis 

Las modificaciones realizadas al Código Penal en este ámbito 

particularmente, surgieron ante el desenfrenado aumento de 

violencia contra las mujeres que ha enfrentado nuestro país en los 

últimos años; todo ello con el objetivo de mejorar la respuesta penal 

contra el feminicidio y contra la violencia física o psicológica contra la 

mujer en los distintos contextos en que se desenvuelve; como un 

mecanismo para proteger, combatir y sancionar dicha violencia de 

género y que, en particular, en este ámbito, dieron lugar a la 

incorporación del artículo 122-B.  

Es notorio además que si bien en nuestro panorama social actual, se 

ha manifestado un aumento en la incorporación, inclusión y 
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participación de la mujer en distintos aspectos tanto educativos, 

sociales y laborales, aun nuestra sociedad muestra cierto relego por 

el género femenino. 

2.8.3. Sujeto activo 

Respecto al sujeto activo en el supuesto de causar lesiones a una 

mujer, el Acuerdo Plenario N.º 001-2016/CJ-116 destaca que: 

(…) una interpretación literal y aislada de este elemento del tipo 

objetivo, podría conducir a la conclusión errada que no 

interesaría si el agente que causa la muerte de la mujer sea 

hombre o mujer. Pero la estructura misma del tipo conduce a 

una lectura restringida. Solo puede ser sujeto activo de este 

delito un hombre, en sentido biológico, pues la muerte causada 

a la mujer es por su condición de tal. Quien mata lo hace, en el 

contexto de lo que es la llamada violencia de género; esto es, 

mediante cualquier acción contra la mujer, basada en su 

género, que cause la muerte, Así las cosas, solo un hombre 

podría actuar contra la mujer, produciéndole la muerte, por su 

género o su condición de tal. Esta motivación excluye entonces 

que una mujer sea sujeto activo. 

Sobre ello y mostrando un distinto punto de vista, Villavicencio 

Terreros (2009) señala que: 

Es discutible la posibilidad de autoría únicamente masculina, 

pues puede constituirse como una infracción al principio de 

culpabilidad y constituirse como Derecho Penal de autor. En el 

marco jurídico internacional sobre violencia contra las mujeres, 

no se exige que esta sea cometida únicamente por hombres, 

sino que sean conductas dirigidas contra mujeres y que estén 

basadas en su género. Esto abre la posibilidad teórica de actos 

de violencia contra las mujeres, cometidos por otras mujeres, 

posibilidad que en la práctica se manifiesta claramente en 
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ejemplos tales como la mutilación genital femenina, 

normalmente llevada a cabo en niñas por otras mujeres. (p. 76) 

Por otro lado, el sujeto activo en el supuesto de causar lesiones a 

integrantes del grupo familiar, puede ser cualquier miembro del 

grupo familiar, los mismos que se encuentran comprendidos en el 

artículo 7 de la Ley 30364, y comprende a cónyuges, excónyuges, 

convivientes, exconvivientes, padrastros, madrastras; ascendientes y 

descendientes; los parientes colaterales de los cónyuges y 

convivientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 

afinidad; y a quienes, sin tener cualquiera de las condiciones antes 

señaladas, habitan en el mismo hogar, siempre que no medien 

relaciones contractuales o laborales; y quienes hayan procreado 

hijos en común, independientemente que convivan o no, al momento 

de producirse la violencia. 

2.8.4. Sujeto pasivo 

Como indicábamos, del mismo modo que el sujeto activo del delito, 

en este caso también corresponde delimitar de acuerdo a cada 

presupuesto, en el primer caso el sujeto pasivo solo puede ser una 

mujer, y en el segundo caso, el sujeto pasivo será cualquier miembro 

del grupo familiar, tal como hemos señalado anteriormente.  

2.8.5. Bien jurídico protegido 

Con relación al bien jurídico protegido, en este caso, “es el derecho 

a la salud de las personas. Tanto en su aspecto físico como en su 

aspecto psíquico. Si alguno de estos es atacado, la salud de la 

víctima se resquebraja o se ve afectada irremediablemente” (Salinas 

Siccha, 2018, p. 327). 
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2.8.6. El comportamiento típico  

De la redacción del tipo penal, tenemos que este, sanciona a quien 

cause lesiones que requieran menos de diez días de asistencia o 

descanso, o algún tipo de afectación psicológica, cognitiva o 

conductual que no califique como daño psíquico a una mujer por su 

condición de tal o a integrantes del grupo familiar en cualquiera de 

los contextos previstos en el primer párrafo del artículo 108-B.  

 

Estructurando tres supuestos, Castillo Aparicio (2019) señala:  

 

El primer caso, consiste en causar lesiones corporales a una 

mujer por su condición de tal que requieran menos de diez días 

de asistencia médica o descanso.  El segundo, en causar 

lesiones corporales a integrantes del grupo familiar […]. Y el 

tercero en causar algún tipo de afectación psicológica, 

cognitiva o conductual, a cualquiera de los sujetos indicados en 

los dos supuestos anteriores. (p. 123) 

Siguiendo la línea del mismo autor y  respecto a la afectación 

cognitiva, está referida a un menoscabo  o detrimento en la 

capacidad de razonamiento y entendimiento que lleva a un estado 

de confusión y dificultad para tomar decisiones y en cuanto a las 

afectaciones conductuales son aquellas que tienen incidencia directa 

o indirecta en el comportamiento, social, familiar, laboral y relacional 

de la víctima (Castillo Aparicio, 2019). 

2.8.7. Los contextos previstos en el artículo 108 - B 

A. Violencia Familiar 

Este tipo de violencia es definida por Gálvez Villegas y Rojas 

León (2011) de la siguiente manera:  
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La violencia doméstica, es aquel tipo de violencia, ya sea 

física, sexual y/o psicológica -en este último casi se produce 

de manera reiterada-, ejercida sobre la o el cónyuge o la 

persona que esta o haya estado ligada al agresor por una 

relación de afectividad, o sobre aquellos miembros de la 

familia que forman parte del mismo núcleo de convivencia. 

(p. 896) 

En este tipo de violencia “se deben tener en cuenta varios 

aspectos generales: i) como ya se ha mencionado, la violencia 

siempre es intencional; ii) debe ocasionar un daño físico y/o 

psicológico, por acción u omisión; iii) la violencia persigue 

normalmente un objetivo: someter y controlar a la víctima” 

(Agustina, 2010, p. 81). 

B. Coacción, hostigamiento o acoso sexual 

De forma general la coacción es asociada a la idea del uso de las 

diferentes formas de amenaza y/o violencia aplicada sobre la 

victima para vencer su resistencia.  

 

Respecto a ciertas características del hostigamiento sexual, 

Bramont-Arias Torres y García Cantizano (2015) pronuncian: 

 

El hostigamiento sexual viene caracterizado por las 

siguientes notas: el contenido sexual del comportamiento 

realizado por el instigador, la existencia de una determinada 

relación entre el hostigados y sus víctimas, la que puede 

implicar autoridad, jerarquía o ventaja sobre esta; y por 

último, el rechazo de la víctima a sufrir dicha clase de 

comportamiento. (p. 97) 

 

Por su parte Peña Cabrera Freyre (2013) refiere: 
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El hostigamiento o acoso sexual, importa aquellas formas de 

presión sexual que se dan en determinados ámbitos, en los 

que se desarrollan relaciones de preminencia implícitas 

(trabajo, colegio, universidad, etc.), y que genera como 

consecuencia que el sujeto pasivo se vea compelido a 

tolerar presiones, para permanecer o progresar en tales 

ámbitos, de tal manera que las presiones surgen a partir de 

ciertos espacios de dominio social (relación laboral vertical), 

donde el superior se aprovecha de su puesto para obtener 

favores sexuales del subordinado (…). (p. 126) 

C. Abuso de poder, confianza o de cualquier otra posición o   

relación que le confiere autoridad al agente 

Entendido como el aprovechamiento de una situación que pone a 

la víctima en una relación vertical, de la cual se vale el agresor 

para perjudicarla. Siendo así: 

 

Existe abuso de poder cuando una persona con poder 

económico, social, o de autoridad, realiza actos perjudiciales 

en contra de otra persona que normalmente no tiene esa 

condición de poder y más bien está a su disposición. Ordena 

o manda sin justificación y en forma arbitraria. Existe abuso 

de confianza cuando una persona que tiene o se ha ganado 

la confianza de otra, abusa de tal condición para realizar 

actos contrarios a los intereses de su víctima. (Salinas 

Siccha, 2018, p. 122) 

D. Cualquier forma de discriminación contra la mujer, 

independientemente que exista o haya existido una relación 

conyugal o de convivencia con el agente 

La discriminación es la exclusión y/o segregación, sustentada en 

criterios como la orientación sexual, o criterios de índole religiosa, 

laboral, racial, etc. Debemos tener en cuenta como lo establece el 
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mismo tipo penal, que esta aborda cualquier forma de 

discriminación, incluyendo las antes mencionadas y cualquier otra 

de sus formas. 

 

De esta forma lo manifiesta Felipe Villavicencio Terreros (2017): 

 

La discriminación es toda distinción, exclusión o restricción 

que, basada en origen étnico o nacional, sexo, edad, talla 

pequeña, discapacidad, condición social o económica, 

condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, 

preferencias sexuales, estado civil o cualquier  otra, tenga 

por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio 

de derechos y la igualdad real de oportunidades de las 

personas (…). (p. 195) 

2.8.8. Tipicidad Subjetiva  

A. El dolo  

El tipo penal en análisis sólo permite la forma dolosa, esto es la 

conciencia y voluntad de lesionar. El delito se va a consumar con 

la lesión inferida a la salud de otra persona (físico, psicológico, 

cognitivo o conductual). 

B. El elemento subjetivo adicional  

Sobre este elemento y el supuesto de agresiones contra la mujer, 

el cual integra también el delito de feminicidio, el Acuerdo Plenario 

N.º 001-2016/CJ-116 ha dejado establecido (fundamentos 

jurídicos   48-50) que el tipo penal requiere que el sujeto activo 

haya dado muerte a la mujer “por su condición de tal”. Es así que, 

para la configuración del tipo penal al conocimiento de los 

elementos del tipo objetivo, se le agrega un móvil: el agente la 

mata motivado por el hecho de ser mujer.  
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Ahora bien, este Acuerdo Plenario pone en relieve “esa actitud de 

minusvaloración, desprecio, discriminación por parte del hombre 

hacia la mujer”, y por otro lado destaca que la función político 

criminal de los elementos subjetivos del tipo es la de restringir su 

ámbito de aplicación, no de ampliarlo.  

Finalmente agrega que “el agente no mata a la mujer sabiendo no 

solo que es mujer, sino precisamente por serlo. Esta doble 

exigencia -conocimiento y móvil- complica más la actividad 

probatoria que bastante tiene ya con la probanza del dolo de 

matar, que lo diferencie del dolo de lesionar”.  
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CAPÍTULO III: DISCUSIÓN Y ANÁLISIS DE RESULTADOS 

Conforme manifestamos anteriormente, a continuación, realizaremos un 

análisis de algunos requerimientos acusatorios emitidos por las Fiscalías 

Provinciales Penales Corporativas de Cajamarca durante el año 2018 por el 

delito de Agresiones contra la mujer e integrantes del grupo familiar de forma 

que podamos evidenciar si se realizó efectivamente una imputación fáctica, 

jurídica y conviccional concreta - suficiente. 

REQUERIMIENTO 
ACUSATORIO 

IMPUTACIÓN 

 
CASO 01 

 
Carpeta Fiscal 

N.°: 3065-2017 

 

 
Circunstancias del hecho: 

Temporal: solo indica día 04/11/17. 

Espacial: indica de manera general (vía pública). 

Resultado: 

Lesiones físicas: no indica el tipo, ni la zona, ni 

instrumento utilizado. 

Lesiones psicológicas: palabras soeces. 

No indica días de atención facultativa o incapacidad 

médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni indica 

el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108-B: no indica 

Elementos de convicción: 

Declaración de la agraviada. 

Declaración del acusado. 

Auto que dicta las medidas de protección. 

Informe psicológico perteneciente a la agraviada. 

Informe social perteneciente a la agraviada. 

 

 
CASO 02 

 
Carpeta Fiscal 
N.°: 2710-2017 

 
 
 
 

 
Circunstancias del hecho: (no divide en precedentes, 

concomitantes y posteriores) 

Temporal: indica día de la denuncia 20/08/17, no 

indica el de los hechos o si en caso sería el mismo 

día. 

Espacial: en el domicilio de la agraviada y el acusado. 

Resultado:  
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Lesiones físicas: no indica el tipo, ni la zona, ni 

instrumento utilizado. 

Lesiones psicológicas: palabras soeces. 

Indica 01 día de atención facultativa y 02 de 

incapacidad médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

No indica la modalidad: lesiones o afectación 

cognitiva o conductual.  

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni indica 

el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración de la agraviada. 

Informe psicológico perteneciente a la agraviada. 

Certificado Médico Legal practicado a la agraviada. 

 

 
CASO 03 

 
Carpeta Fiscal 

N.°: 1624-2017 

 
 

 

Circunstancias del hecho: 

Temporal: indica fecha 08/01/17 y hora 12:30 

aproximadamente. 

Espacial: tienda de abarrotes de la agraviada. 

Resultado:  

No indica si son lesiones, o afectación psicológica, 

cognitiva o conductual. 

No indica días de atención facultativa o incapacidad 

médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: no indica 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración de la agraviada. 

Certificado médico legal practicado a la agraviada. 

Pericia psicológica practicado a la agraviada. 

Antecedentes penales del acusado. 

Declaración del psicólogo que evaluó a la agraviada. 

 

 
CASO 04 

 

Carpeta Fiscal 

N.°: 2709-2017 

 

 
Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica los días 18/08/17 en horas de la 

mañana y 19/08/17 a las 22:00 horas. 

Espacial: señala “en el domicilio que habitaban”. 

Resultado:  
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Primer hecho - lesiones físicas: empujones contra la 

pared. 

Segundo hecho - lesiones físicas: cabezazo en la 

nariz  

No indica días de atención facultativa o incapacidad 

médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni indica 

el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108°-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Acta de denuncia. 

Declaración de la agraviada. 

Certificado médico legal de la agraviada. 

Pericia psicológica practicada a la agraviada. 

Declaración del acusado. 

Actas de nacimiento de las hijas de ambos. 

 

 
CASO 05 

 
Carpeta Fiscal 

N.°: 647-2018 

 

 
Circunstancias del hecho: 

Temporal: solo indica fecha 08/11/17. 

Espacial: vía pública. 

Resultado:  

Indica violencia física: no indica el tipo, ni la zona, ni 

instrumento utilizado. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni indica 

el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración del acusado. 

Informe psicológico.  

Resolución que dicta medidas de protección. 

Oficio que contiene el acta de nacimiento del menor 

hijo de ambos. 

Informe perteneciente a la agraviada que indica que 

esta se encuentra asustada. 

 

 
CASO 06 

Carpeta Fiscal 

N.°: 1126-2018 

 
Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica día 25/01/18 y hora 08:00 hrs. 

Espacial: no indica.  
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Resultado:  

Lesiones físicas: tipo - mediante golpes; zona - en 

diferentes partes del cuerpo, y los instrumentos 

utilizados - palo, correa y cable de luz. 

Lesiones psicológicas: palabras soeces. 

Si indica días de atención facultativa o incapacidad 

médico legal de uno de los tres agraviados y 

afectación psicológica; para los otros dos indica 

afectación psicológica. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autora (no fundamenta, ni 

indica el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración del denunciante. 

Declaración de los agraviados. 

Declaración de la acusada. 

Auto que dicta las medidas de protección.  

Informes psicológicos pertenecientes a los menores 

agraviados. 

Certificado Médico legal practicado a uno de los 

menores agraviados. 

 

 
CASO 07 

 
Carpeta Fiscal 

N.°: 1179-2018 

 

 
Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica día 08/02/18 y hora 08:00 hrs. 

Espacial: domicilio del acusado 

Resultado:  

Lesiones físicas: indica el tipo – puñetes; la zona – en 

el rostro y la cabeza. 

Indica 01 día de atención facultativa y 03 de 

incapacidad médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni indica 

el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración de la agraviada. 

Declaración de dos testigos. 

Resolución que dicta las medidas de protección.  

Certificado Médico Legal de la agraviada. 
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CASO 08 

 

Carpeta Fiscal 

N.°: 1144-2018 

 
 
 

 

 
Circunstancias del hecho:  

Temporal: solo indica día 21/10/17. 

Espacial: domicilio de la agraviada. 

Resultado:  

Lesiones físicas: tipo - golpes; zona - en el rostro. 

Indica 01 día de atención facultativa y 03 de 

incapacidad médico legal  

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Grado de participación: autor (no fundamenta, ni 

indica el tipo de autoría). 

Contexto del Art. 108°-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Declaración de la agraviada. 

Declaración del acusado. 

Certificado Médico legal practicado a la agraviada. 

Auto que dicta las medidas de protección.  

 

 
CASO 09 

 
Carpeta Fiscal 
N.°: 2695-2017 

 

 
Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica día 31/05/17 y hora 17:30 hrs. 

Espacial: domicilio de la agraviada.  

Resultado:  

Lesiones físicas: tipo – golpes, patadas, puñetes; 

cortes en la zona de la nariz; instrumentos utilizados – 

un vaso roto. 

Lesiones psicológicas: palabras soeces. 

Indica 01 día de atención facultativa y 02 de 

incapacidad médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Solo indica de manera literal el artículo. 

Menciona la Ley 30364 en cuanto a sujetos de 

protección. 

Grado de participación: autor – señala que ha realizado 

de los elementos objetivos y subjetivos del tipo. 

Contexto del Art. 108-B: no indica  

Elementos de convicción: 

Acta de denuncia. 

Declaración de la agraviada.  

Certificado Médico legal de la agraviada. 
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CASO 10 

 
Carpeta Fiscal 
N.°: 1049-2016 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Circunstancias del hecho: 

Temporal: indica día 30/05/17 y hora 10:30 hrs. 

Espacial: domicilio de la agraviada 

Resultado: 

Lesiones físicas: tipo - jalones; zona - en los brazos. 

Indica 01 día de atención facultativa y 01 de 

incapacidad médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Indica el artículo, la Ley 30364 en cuanto a sujetos de 

protección. 

Realiza la subsunción de la conducta en los 

elementos del tipo penal señalando que se ha 

ocasionado lesiones corporales, en un contexto 

familiar, y además precisa que entre acusada y 

agraviada media una relación de consanguinidad en 

línea colateral en segundo grado al ser primas 

hermanas. 

Precisa también el tipo subjetivo - dolo, señalando el 

conocimiento y voluntad de la acción realizada por la 

acusada. 

Grado de participación: autora (no indica el tipo de 

autoría). 

Contexto del Art. 108-B: indica “contexto familiar”. 

Elementos de convicción: 

Declaración la agraviada. 

Certificado Médico legal de la agraviada. 

Ampliación de la declaración de la agraviada. 

Declaración de la acusada. 

 

 
CASO 11 

 
Carpeta Fiscal 
N.°: 1664-2018 

 

 

Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica día 13/06/18 y hora 19:00 hrs. 

Espacial: habitación del menor agraviado 

Precisa además que el acusado es padrastro del 

agraviado y que las agresiones físicas y psicológicas 

han sido constantes, asimismo que trabaja para él, 

desde los ocho años de edad. 

Resultado:  

Lesiones físicas: tipo – cachetadas y golpes; zona – 

en la cara, cabeza, brazos y pecho; instrumento – 

palo de escoba. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Indica el artículo. 
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Señala la Ley 30364 en cuanto a sujetos de 

protección, al ser el agraviado, hijo de la conviviente 

del acusado.  

Realiza la subsunción de la conducta en los 

elementos objetivos del tipo penal señalando que se 

ha ocasionado lesiones físicas que han requerido 

menos de 10 días de asistencia o descanso médico, 

asimismo precisa el contexto. 

Grado de participación: autor (no indica el tipo de 

autoría). 

Contexto del Art. 108-B: indica contexto de Violencia 

Familiar y Abuso de poder, señalados los numerales 1 y 

3 del artículo 108-B. 

Elementos de convicción: 

Declaración y ampliación de la declaración del 

agraviado. 

Declaración de la denunciante. 

Declaración de la madre del menor. 

Certificado Médico legal del agraviado. 

Pericia psicológica practicada al agraviado. 

Acta de nacimiento del agraviado. 

 
CASO 12 

 
Carpeta Fiscal 
N.°: 1958-2018 

 

 

Circunstancias del hecho:  

Temporal: indica día 03/05/18  

Espacial: domicilio del acusado 

Resultado:  

Lesiones físicas: golpes en el rostro y ahorcamiento.  

Lesiones psicológicas: palabras soeces. 

Indica 04 días de incapacidad médico legal. 

Tipo penal: artículo 122-B 

Indica el artículo. 

Señala la Ley 30364 en cuanto a sujetos de 

protección.  

Realiza la subsunción de la conducta en los 

elementos del tipo penal señalando que el acusado 

ha ocasionado lesiones físicas a su conviviente, que 

han requerido 04 días de incapacidad médico legal, 

asimismo precisa el contexto de violencia familiar. 

Grado de participación: autor (no indica el tipo de 

autoría). 

Contexto del Art. 108-B: indica contexto de Violencia 

Familiar señalado en el numeral 1 del artículo 108-B. 

Elementos de convicción: 

Acta de denuncia. 
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Declaración de la agraviada. 

Certificado Médico legal de la agraviada. 

Manifestación del acusado. 

 

 

De los casos señalados, analizaremos ahora las resoluciones judiciales que 

dieron fin al proceso, consignando los principales fundamentos de la decisión 

asumida por el juez, plasmada en estos casos en autos y sentencias, como 

veremos a continuación.   

 

 
EXPEDIENTE 

 
RESOLUCION 

 
CASO 01 

 
00384-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

 

Fundado Sobreseimiento solicitado por la defensa.  

 

Causal: Artículo 344, inciso 2, literal d) del CPP. 

No existe razonablemente la posibilidad de incorporar 

nuevos datos a la investigación y no haya elementos de 

convicción para solicitar fundadamente el enjuiciamiento 

del imputado. 

Móvil: por su condición del tal, no se ha precisado 

ni es posible acreditarlo con los elementos de 

convicción señalados en la acusación. 

 

 
CASO 02 

 
 00105-2018-0-
0601-JR-PE-02 

 

 

Sobreseimiento de oficio 

Causal: Artículo 344, inciso 2, literal d) 

No existe razonablemente la posibilidad de incorporar 

nuevos datos a la investigación y no haya elementos de 

convicción para solicitar fundadamente el enjuiciamiento 

del imputado. 

No indica en los hechos la fecha, la causa, ni 

tampoco especifica las agresiones. 

No ha indicado el contexto señalado en el Art. 

108-B, y el juez no puede presumir el contexto. 

El juzgado no puede modificar el hecho ni 

incorporar prueba alguna. 
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CASO 03 

 
00248-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

 

Sobreseimiento de oficio  

Causal: Artículo 344, numeral 2, literal “b” del CPP. 

El hecho imputado no es típico. 

 Para dotar de tipicidad cualquier afectación física 

o psicológica requiere la concurrencia de uno de 

los contextos del Art. 108-B, lo que no ha sido 

señalado en la acusación. 

Hechos son atípicos. 

 

 
CASO 04 

 
02241-2018-1-
0601-JR-PE-06 

 

 

Primera instancia: Sentencia Absolutoria  

El Certificado Médico Legal, no indica el grado de 

afectación y los días de descanso medico 

requeridos, no pudiendo establecerse si constituye 

una lesión o una falta. 

No se ha señalado en acusación ni se ha probado 

que esta agresión se haya producido en un 

contexto señalado en el artículo 108 – B. 

No ha señalado que otra agresión (psicológica, 

cognitiva o conductual) habría podido producirse), 

toda vez que la Pericia Psicológica no concluye 

daño psíquico a la agraviada. 

Segunda instancia: Confirma la sentencia de primera 

instancia 

En las declaraciones (de la agraviada y del 

acusado), no se verifica credibilidad en la 

imputación, contundencia y persistencia. 

El Certificado Médico Legal, pese a no precisar los 

días de atención, si concluye lesiones que por 

lógica no pueden constituir descanso o atención 

facultativa menos de un día. 

El acervo probatorio no es suficiente para acreditar 

el hecho materia de imputación (no existe certeza 

que las lesiones hayan sido producidas por el 

acusado). 

Sobre el contexto, si bien no ha sido mencionado 

en la acusación ni en la audiencia de juicio, del 

acervo probatorio se puede inferir que se trata de 

un contexto de violencia familiar.  

Esta deficiencia no constituiría una imputación 

insuficiente que atente de manera grave contra el 

principio de imputación necesario, como para dar 
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lugar a una absolución por falta de imputación 

necesaria. 

 
CASO 05 

 
01271-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

 

Sobreseimiento de oficio 

Causal: Artículo 344, inciso 2, literal d) del CPP. 

No existe razonablemente la posibilidad de incorporar 

nuevos datos a la investigación y no haya elementos de 

convicción para solicitar fundadamente el enjuiciamiento 

del imputado. 

La imputación por parte del Ministerio Público es 

insuficiente, no indica cuál de los supuestos del 

art. 108-B se configura. 

Al subsanar dicha insuficiencia, no ha ofrecido 

medio probatorio destinado a probar la violencia 

intrafamiliar. 

 

 
CASO 06 

 
01177-2018-1-
0601-JR-PE-06 

 

Sobreseimiento de oficio  

Causal: Artículo 344, numeral 2, literal “b” del CPP. 

El hecho así descrito (en la acusación), no es 

típico  

No basta la relación de familiaridad, debe 

especificarse cuál de los contextos descritos en el 

artículo 108- B se configura, de lo contrario 

constituiría una falta contra la persona. 

 

 
CASO 07 

 
01125-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

Sentencia Absolutoria 

Se ha acreditado el daño físico ocasionado a la 

agraviada. 

No se ha precisado el contexto establecido en el 

artículo 108-B, por lo cual el juzgado no se puede 

pronunciar respecto a este extremo, de lo contrario 

asumiría un rol acusador. 

Menciona la Ley 30364, interpretando que el 

contexto de la violencia contra un integrante del 

grupo familiar, debe darse dentro de una relación 

de responsabilidad, confianza o poder de parte de 

un integrante a otro, 

Menciona que, los sujetos de protección que señala 

dicha ley deben habitar el mismo hogar salvo que medien 

relaciones contractuales, lo cual en el caso no se ha 
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dado, pues la agraviada no habitaría el mismo lugar que 

el acusado, por lo que el hecho resulta atípico. 

 
CASO 08 

 
01043-2018-1-
0601-JR-PE-06 

 

Sentencia Absolutoria 

Se encuentra acreditada la lesión física con el 

Certificado Médico Legal. 

El artículo 122-B, establece como parte del tipo 

que la violencia física y/o psicológica se den en un 

contexto como el de violencia familiar, lo cual no 

ha sido indicado en la acusación. 

Por otro lado, esta lesión/ afectación también debe 

producirse “por su sola condición de tal”, es decir, 

la imposición de las características de un 

estereotipo de género, por ejemplo, la negativa 

para hacer vida sexual, negativa para cumplir 

labores del hogar o llevar a cabo una actividad 

profesional, lo cual no ha sido mencionado en la 

acusación menos ha sido objeto de prueba.  

Con los elementos de prueba ofrecidos 

(declaración de la agraviada y certificado médico 

legal), no se acredita que el acusado agredió a la 

agraviada por su condición de mujer y en un 

contexto exigido por el artículo 108-B. 

Por lo tanto, los hechos resultan atípicos. 

 

 
CASO 09 

 
01024-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

Sobreseimiento de oficio  

Causal: Artículo 344, numeral 2, literal “b” del CPP. 

El hecho imputado no es típico 

La acusación se ha limitado a señalar la agresión 

física sin indicar alguno de los contextos 

establecidos en el artículo 108-B, por lo cual el 

juzgado no puede pronunciarse respecto a este 

extremo y establecer su tipicidad.  

 

 
CASO 10 

 
00525-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

Sobreseimiento de oficio  

Causal: Artículo 344, inciso 2, literal b) y d) del CPP. 

El hecho imputado no es típico; 

No existe razonablemente la posibilidad de incorporar 

nuevos datos a la investigación y no haya elementos de 

convicción para solicitar fundadamente el enjuiciamiento 
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del imputado. 

El tipo penal, para su configuración no solo 

requiere una lesión física o psicológica, sino que 

esta se produzca un contexto establecido en el 

artículo 108-B 

Los dos únicos medios propuestos en la acusación 

(declaración de la agraviada y certificado médico 

legal), no son suficientes para acreditar el contexto 

de violencia familiar y no existe la posibilidad de 

incorporar elementos de convicción al respecto. 

 

 
CASO 11 

 
00955-2018-1-
0601-JR-PE-01 

 

Sentencia condenatoria 

Considera la correcta imputación realizada por el 

Ministerio Público, en cuanto a la precisión de los 

elementos constitutivos del tipo penal, es decir, las 

lesiones físicas y psicológicas ocasionadas al 

agraviado que han requerido menos de 10 días de 

atención facultativa (1 día de atención facultativa y 

6 de incapacidad médico legal). 

La conducta enmarcada en los contextos de 

Violencia Familiar (existiendo antecedentes de 

violencia acreditados) y Abuso de poder, 

señalados en los numerales 1 y 3 del artículo 108-

B. 

 

 
CASO 12 

 
01727-2018-1-
0601-JR-PE-02 

 

 

Sentencia condenatoria  
Se ha acreditado las lesiones físicas ocasionadas 
a la agraviada mediante el Certificado Médico 
Legal, que indica 04 días de incapacidad médico 
legal. 
Que, existiendo una relación de convivencia y 
antecedentes de violencia en ésta, estas lesiones 
han sido ocasionadas en un contexto de violencia 
familiar, conforme a los artículos 5 y 6 de la ley 
30364. 
Que las lesiones han sido producidas por su sola 
condición de mujer, estando vinculadas a que la 
agraviada es una mujer sin empleo, y ha sido 
agredida además por celos. 
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De los doce casos analizados tenemos que: 06 han sido sobreseídos de oficio, 

de estos, 01 a solicitud de la defensa del acusado, asimismo, 03 casos han 

culminado con sentencias absolutorias y solo 02 han obtenido un fallo 

condenatorio. 

La razón o causa de ello ha sido en nueve de ellos -que representa el 75% de 

los analizados-, la falta de imputación en cuanto al contexto en el que se ha 

realizado el hecho atribuido, que establece el artículo 108-B para la 

configuración del tipo penal, teniendo en cuenta también la omisión de los días 

de asistencia o descanso médico legal y por otro lado la falta de precisión de 

las lesiones tanto físicas como psicológicas ocasionadas.  Asimismo, uno de 

ellos se ha debido a la insuficiencia de elementos de convicción, lo que ha 

generado el sobreseimiento. 

Finalmente, como podemos ver, en los dos últimos casos se ha logrado una 

sentencia condenatoria, como consecuencia de un requerimiento acusatorio 

que cumple con los parámetros de imputación tanto fáctica como jurídica y 

conviccional, puntualizando además un juicio de subsunción del hecho en los 

elementos que configuran el tipo penal. 
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CONCLUSIONES 

1. Habiendo culminado con el desarrollo legal, doctrinario y jurisprudencial 

tanto de los principios del proceso penal como del delito en cuestión, 

debemos tener en cuenta, en primer lugar, que el delito de Agresiones en 

contra de las Mujeres o Integrantes del Grupo Familiar -conforme a lo que 

hemos desarrollado- se configura tanto de los elementos objetivos como 

subjetivos ya precisados, que a efecto de hacer una imputación -concreta, 

suficiente- deben tenerse en cuenta de manera íntegra en la elaboración de 

la Acusación. 

 

2. El análisis de nuestra muestra, nos ha permitido verificar que, en efecto, se 

ve vulnerado el Principio de Imputación Necesaria al emitir un Requerimiento 

acusatorio; limitándose a separar el hecho en circunstancias precedentes, 

concomitantes y posteriores como simple formalismo, sin detallar de manera 

clara, coherente y precisa el hecho atribuido, de igual forma en cuanto a 

tipificación se refiere; al consignar de manera literal el artículo, sin precisar la 

configuración de los elementos constitutivos del tipo y el contexto previsto en 

el artículo 108-B (y omitiendo el ejercicio de subsunción), dando 

cumplimiento como una mera formalidad, a los requisitos que en cuanto a 

imputación legalmente se exigen para elaborar la Acusación. 

 

3. Pese a la probabilidad de configuración del delito en mención; la carencia de 

una adecuada imputación, ha tenido como consecuencia en la mayoría de 

los casos analizados el sobreseimiento de oficio y por otro lado la emisión de 

sentencias absolutorias.  

 

4. El análisis de los dos últimos Requerimientos Acusatorios, nos muestra una 

mejora muy notoria en su elaboración en cuanto a imputación; al precisar de 

manera clara y expresa en primer lugar los hechos que se atribuyen a los 

acusados y por otro lado señalar los elementos tanto objetivos como 

subjetivos que configuran el tipo, y sustentados adecuadamente con los 

medios probatorios, dando como resultado que el juzgador emita de 

conformidad a estos, un fallo condenatorio.  



60 
 

 

5. Finalmente hemos podido constatar que, -a consideración nuestra- en 

muchos de los casos analizados, efectivamente, de haberse imputado de 

manera adecuada, la pretensión del Ministerio Público hubiera sido acogida, 

ya que fácticamente tenían mérito para configurar el tipo penal en análisis; y 

otros casos, pudieron ser encuadrados en otros delitos -como lesiones- u 

otros simplemente, constituyen faltas contra la persona, lo cual para futuros 

casos debería ser analizado en Etapa de Investigación Preparatoria, 

generando su archivo de manera que no ocasione sobrecarga procesal. 
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RECOMENDACIONES 

1. A los representantes del Ministerio Público, que desde la Etapa de 

Investigación Preparatoria realice una adecuada imputación, permitiendo un 

ejercicio pleno del derecho de defensa del imputado. 

 

2. A los representantes del Ministerio Público, también, que trabaje cada caso 

con las diferencias y precisiones que amerite en base a los sucesos fácticos 

de cada caso en particular, ya que como evidenciamos muchas veces, por 

trabajar en base a plantillas, emite tanto requerimientos como disposiciones 

que no se encuentran adecuadamente fundamentados ni satisfacen los 

requisitos exigidos por ley. 

 

3. La realización de capacitaciones, cursos, charlas y talleres en esta materia 

específicamente, para la emisión de disposiciones y requerimientos que 

cumplan con los estándares de imputación exigidos, tal y como se viene 

realizando sobre otras materias en el Ministerio Público. 
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Acuerdo Plenario N.° 001-2016/CJ-116 

STC Exp. N.° 8123-2005-PHC/TC 

STC Exp. N.° 00579-2013-PA/TC 

STC Exp. N.° 06196-2013-PHC 

R.N N.° 956 – 2011 Ucayali 

 

ANEXOS 

 

Requerimientos acusatorios y resoluciones judiciales 
 

1. Carpeta Fiscal N.°: 3065-2017 

Resolución Judicial N.° 02 del Expediente 00384-2018-1-0601-JR-PE-02 

2. Carpeta Fiscal N.°: 2710-2017 

Resolución Judicial N.° 04 del Expediente 00105-2018-0-0601-JR-PE-02 

3. Carpeta Fiscal N.°: 1624-2017 

Resolución Judicial N.° 07 del Expediente 00248-2018-1-0601-JR-PE-02 

4. Carpeta Fiscal N.°: 2709-2017 

Resolución Judicial N.° 04 y N.° 09 (Sentencias de primera y segunda 

instancia) del Expediente: 02241-2017-1-0601-JR-PE-06  

5. Carpeta Fiscal N.°: 647-2018 

Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01271-2018-1-0601-JR-PE-

02 
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6. Carpeta Fiscal N.°: 1126-2018 

Resolución Judicial N.°02 del Expediente: 01177-2018-1-0601-JR-PE-06 

7. Carpeta Fiscal N.°: 1179-2018 

Resolución Judicial N.° 04 (Sentencia) del Expediente: 01125-2018-1-

0601-JR-PE-02 

8. Carpeta Fiscal N.°: 1144-2018 

Resolución Judicial N.° 04 (Sentencia) del Expediente: 01043-2018-1-

0601-JR-PE-06 

9. Carpeta Fiscal N.°: 2695-2017 

Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01024-2018-1-0601-JR-PE-

02 

10. Carpeta Fiscal N.°: 1049-2016 

Resolución Judicial N.° 03 del Expediente: 00525-2018-1-0601-JR-PE-

02 

11. Carpeta Fiscal N.°: 1664-2018 

Resolución Judicial N.° 03 (Sentencia) del Expediente: 00955-2018-1-

0601-JR-PE-01 

12. Carpeta Fiscal N.°: 1958-2018 

Resolución Judicial N.° 03 (Sentencia) del Expediente: 01727-2018-1-

0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 3065-2017 
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Resolución Judicial N.° 02 del Expediente 00384-2018-1-0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 2710-2017 

 

 

 

 

 



73 
 

 

 

 

 

 

 



74 
 

 

 

 

 



75 
 

Resolución Judicial N.° 04 del Expediente 00105-2018-1-0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 1624-2017 
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Resolución Judicial N.° 07 del Expediente 00248-2018-1-0601-JR-PE-06 
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Carpeta Fiscal N.°: 2709-2017 
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Resolución Judicial N.° 04 y 09 del Expediente: 02241-2017-0-0601-JR-PE-06 
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Carpeta Fiscal N.°: 647-2018 
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Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01271-2018-1-0601-JR-PE-06 
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Carpeta Fiscal N.°: 1126-2018 
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Resolución Judicial N.°02 del Expediente: 01177-2018-1-0601-JR-PE-06 
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Carpeta Fiscal N.°: 1179-2018 
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Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01125-2018-1-0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 1144-2018 
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Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01043-2018-1-0601-JR-PE-06 
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Carpeta Fiscal N.°: 2695-2017 
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Resolución Judicial N.° 04 del Expediente: 01024-2018-1-0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 1049-2016 
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Resolución Judicial N.° 03 del Expediente: 00525-2018-1-0601-JR-PE-02 
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Carpeta Fiscal N.°: 1664-2018 
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Resolución Judicial N.° 03 del Expediente: 00955-2018-1-0601-JR-PE-01 
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Carpeta Fiscal N.°: 1958-2018 
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Resolución Judicial N.° 03 del Expediente: 01727-2018-0-0601-JR-PE-02 
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